
Lealtades compartidas, lealtades divididas

la múltiple dimensión de las movilizaciones políticas que ]0 acompañaron y,
por encima de todo, han alertado de la inconvenencia de presentarlo como
parte de un proceso teleológico universal 21. Pero no nos incumbe aquí teorizar
sobre la sociogénesis histórica de los distintos nacionalismos. Nos interesa más
bien entrar a considerar la relevancia que tuvo la proyección de determinados
elementos etnoculturalcs sobre la idea de identidad nacional y, a través de
ella, sobre los criterios de pertenencia política, Con la impregnación del prin­
cipio de ciudadanía por las filiaciones etnoculturales se creó la posibilidad
de que las lealtades de los ciudadanos recién emancipados a la luz de las
ideas políticas de la Ilustración entrasen en conflicto.

Los rasgos étnicos y lingüísticos en que se suele apoyar la invención de
las identidades nacionales han sido con frecuencia presentados por las ideologías
nacionalistas bajo un halo ancestral, cuando no con un viso natural. En cuanto
narraciones históricas, las naciones se construyen como una forma de memoria
colectiva que reclama el reconocimiento recíproco entre sus miembros en el
interior, esto es, el desarrollo de una conciencia nacional, y una autonomía
político-territorial hacia el exterior. Sin embargo, como señaló Renan, el olvido
o el error histórico son factores decisivos, si no inevitables, en la gestación
de esas narraciones 22. Aún más, las naciones son comunidades imaginadas
de individuos que se identifican colectivamente sin posibilidad alguna de llegarse
a conocer en el espacio o en el tiempo 23. En virtud precisamente del estatuto
imaginario de esa comunión, las naciones son más bien el producto de ideólogos
y literatos que de la naturaleza, la cultura o la historia. De hecho. la identidad
cultural desempeñaba una escasa función integradora en las sociedades pre·
modernas, donde el sometimiento a la autoridad política de las élites dominantes
poco tenía que ver con la pertenencia a un mismo grupo etnocultural. En
la medida en que las legitimaciones del poder político manaban de un trasfondo
teológico, la identidad religiosa entre dominadores y dominados jugaba un
papel mucho más relevante que la identidad étnica de cara a la estabilidad
de la dominación.

La función social y política de la cultura ha cambiado radicalmente con
el tránsito a la modernidad. El Estado ha terminado por asumir su tutela
sin poder permanecer neutral con respecto a una serie de decisiones de hondo
calado político, tales como la elección de la lengua para la instrucción y la
administración pública, la determinación de los contenidos curriculares o la
fijación de un calendario de fechas relevantes para la simbología nacional 24.

La existencia de una pluralídad de identidades etnoculturales en el seno de

21 W. Connor, «Nation-building or Nation-destroying?», World Polines, 24 (abril 1972),
pp. 319-355.

2' E. Renan, Qu'est-ce qu'une nation", Bizou, Presses Pocker, 1992.
" B. Anderson, Immagined Communities; Londres-Nueva York, Verso, 1991, p. 6.
24 Véase W. Kymlicka, Mutticuitural Citizenship, Oxford Universty Press, 1996, particularmente

el cap. 6.
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un mismo Estado ha llegado así a convertirse en un problema político potencia1.
Acogiéndose a las teorías del estructural-funcionalismo, Gellner ha intentado
explicar este giro en virtud de las particulares necesidades estructurales de
la moderna sociedad industrial. El modelo de desarrollo basado en el cre­
cimiento económico exigiría una incesante innovación tecnológica, así como
un elevado grado de movilidad laboral y de fluidez comunicativa, elementos
todos ellos que presionarían en favor de una creciente homogeneidad cultural
en el seno de los Estados 2S. Este proceso se apoyaría típicamente en el modelo
de instrucción pública universal asumido por los Estados nacionales. La cultura
habría cobrado así evidencia por sí misma para los individuos, mostrando el
inevitable significado político que conlleva su organización y obligando al Estado
a intervenir activamente en la reproducción de la misma. El nacionalismo se
presentaría consiguientemente como el culto político a la cultura o, expresado
en otros términos, como la demanda de congruencia entre la unidad cultural
y la unidad política 26.

4. El patriotismoy los dilemas de la lealtad política

La falacia naturalista de la que parten los nacionalismos ha calado tan pro­
fundamente en la conciencia política contemporánea que el principio wilsoniano
en virtud del cual se postulaba para cada nación un Estado ha terminado
por parecer autoevidente 27. Sin embargo, como ha señalado Hobsbawm, el
significado del término nación, etimológicamente una mera alusión al lugar
de nacimiento, no comienza a asociarse con contenidos políticos hasta muy
recientemente en la historia 28. La politización de las identidades etnoculturales,
esto es, su despertar político en términos de conciencia nacional, desencadenó
desde mediados del siglo XIX toda una serie de conflictos de orden interno
y externo entre las entidades estatales existentes, ya que los confines de las
mismas raramente coincidían con los de comunidades etnolíngüísticamcntc afi­
nes. Se generó así un movimiento de doble sentido: nacionalismos en búsqueda
de un Estado propio y Estados comprometidos con la asimilación cultural
de sus ciudadanos. La posible cohabitación de grupos nacionales distintos en
el seno de estructuras políticas compartidas parecía en los años veinte de este

2S E Gellner, «El nacionalismo y las dos formas de cohesión en las sociedades complejas",
en Cultura, identidady política, Barcelona, Gedísa, 1989, pp, 17-39.

2. E. Gellner, Naciones y Nacionalismo, Madrid, Alianza, 1988, p. 13.
?1 Aun así, no puede olvidarse que el principio de las nacionalidades formulado por Woodrow

Wílson tras la primera guerra mundial poseía una clara íntencionalidad política que ]0 limitaba
a los Imperios derrotados del Centro y el Este de Europa. Cfr. A. de BIas, «A vueltas con el
principio de las nacionalidades y el principio de autodeterminación», en Revista Internacional
de Filosofía Politice; núm. 3 (mayo 1994), pp, 60-80.

zs E. Hobsbawrn, Naciones y nacionalismos desde 1780, Barcelona, Crítica, 1991, pp. 23 Yss.
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siglo una fórmula arcaizante y fracasada propia de los derrotados y desmem­
brados Imperios ccntrocuropcos,

Los años ochenta han sido testigos de una nueva gama de conflictos etno­
nacionales que han invadido el escenario político, concedido renovada actua­
lidad a añejos nacionalismos etnolingüísticos yatraído el interés de la comunidad
académica por la cuestión de las identidades. Sin embargo, las condiciones
de esta nueva oleada de nacionalismos poco o nada tienen que ver con las
de los años veinte. Las similitudes con aquel proceso son más formales que
reales. En aquel entonces se trataba del desmoronamiento de las monarquías
imperiales decimonónicas y del orden internacional que las acompañaba; ahora
se trata del hundimiento del comunismo y de la estructura de bloques creada
por la guerra fría. En los años veinte se gestaba la creación de Estados nacionales
impulsados por clases medias e ideologías románticas; ahora se afronta el trán­
sito simultáneo a la democracia y a la economía de mercado en un contexto
enrarecido por el juego de estrategias políticas etnificadas. De poco servía
para analizar este proceso la «transitología» acumulada en las décadas anteriores
en torno a las experiencias de democratización en el Sur de Europa y
Latinoamérica 29.

En la medida en que estos procesos dependen de la consolidación de valores
y reglas de juego liberales ofrecen un interés menor para una discusión nor­
mativa sobre el problema de la lealtad política en contextos plurinacionales
que aquellos casos en donde no es la solidez de las estructuras democráticas
lo que está en cuestión, sino el tipo de relación entre las identidades nacionales
y el poder estatal. Canadá, Bélgica o España ofrecen un buen ejemplo de
ello. Los tres son países donde existen minorías etnolingüísticas políticamente
conscientes, como queda reflejado en las fracturas de sus respectivos sistemas
de partidos. En todos ellos la organización territorial del Estado ha intentado
dar respuesta a la existencia de esas minorías, un reajuste territorial, por último,
que se encuentra vinculado en cada caso a una reciente o previsible revisión
de su texto constitucional 30.

19 Para una visión global de los procesos de democratización en el Este de Europa, ver N. Ber­
meo (ed.), Liberalization and Democratization: Chang« in the Soviet Union and Eastem Europe,
Baltirnore-Londres, The John Hopkins Uníversíty Press, 1992, y S. R. Graubard (ed.), Exit from
Communism, New Brunswick-Londres, Transaction Publishers, 1993. Un enfoque que analiza la
conñictividad combinada de la democratización y la etnoculturalidad es el de P. Kraus: «Problemas
de democratización en Estados multinacionales», Revista Internacional de Filosofía Política, núm. 8
(octubre 1996), en prensa. Sobre el proceso concreto de «etníflcación» de las estrategias políticas,
véase C. Offe, «Ethnische Politik im osteuropaischen Transformationsprozess», en ídem,Der Tunnel
am Ende des Lichts, Frankfurt a. M.-Nueva York, Campus, 1994, pp. 135-186.

~J He analizado estos tres rasgos de forma comparativa en el caso de Canadá y España en
mi artículo «Las políticas constitucionales y los avatares del federalismo: Canadá y España en
una perspectiva comparada», Debats (1996), en prensa. Sobre los últimos desarrollos políticos
y constitucionales en Bélgica, véase F. Delpérée (ed.), La Belgique fédérale, Bruselas, Bruylant,
1994.
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Una forma usual de abordar el problema de la convivencia de identidades
etnoculturales distintas en el seno de un mismo Estado ha sido la de apelar
a la idea de los valores compartidos. Charles Taylor lo ha hecho en el caso
de las relaciones entre Canadá yOuebec, señalando la coincidencia de elementos
normativos que confirman la existencia de una cultura política común 31. El
punto de discordia residiría en el deseo mayoritario entre los quebequeses
de que se utilice el poder político estatal para garantizar la supervivencia de
la cultura francófona en Canadá. Este deseo, plasmado en las demandas de
bilingüismo y de federalismo asimétrico, implicaría una particular forma de
liberalismo comunitario dotado de un criterio diferenciado de justicia capaz
de reconocer una diversidad profunda, por emplear la terminología de Taylor,
en las formas de pertenencia política al mismo Estado.

Un agumento similar ha sido apuntado por Habermas con su noción del
patriotismo constitucional como base para una posible unidad europea y como
prevención ante las suspicacias levantadas por la unificación alemana. En este
tipo de patriotismo los valores aglutinantes deberían ser de un orden más
procedimental que sustantivo, es decir, producto de un consenso sobre principios
jurídicos y políticos que serían interpretados, y consiguientemente relativizados,
desde las respectivas tradiciones nacionales. Esta identificación presupondría
la capacidad de generar vínculos de cohesión social en torno a una cultura
política común 32, Contra este planteamiento se ha dirigido la acusación de
malinterpretar justo lo que constituye la fuente de división política en numerosos
Estados democráticos y plurinacionales: no tanto la divergencia en torno a
principios como el conflicto entre identidades 33, Los miembros de un mismo
Estado, se aduce, pueden compartir toda una suerte de principios morales
~ incluso políticos sin que de ello se desprenda un consenso sobre los criterios
o la necesidad de organizar la convivencia de identidades nacionales distintas
bajo la cobertura de una misma estructura estatal.

El caso canadiense ofrece un buen ejemplo de esta circunstancia. En el
curso de los conflictos por conceder al francés una protección institucional
como lengua oficial de Quebec, la Ley 101 del gobierno provincial sobre el
modelo lingüístico de escolarización y la regulación de la lengua empleada
en los rótulos públicos fue declarada por la Corte constitucional parcialmente

1] Esos valores fueron censados en un estudio oficial realizado por el gobierno federal cana­
diense. Se tratarla de la defensa de la ley y el orden, la protección social, la equidad entre las
distintas provincias, el respeto por el multiculturalismo y la valoración de. la Carta de Derechos
y J.ibertades que sirve de preámbulo a la Constitución canadiense. Véase Government of Canadá,
Shared Values: The Canadian ldentity, Ottawa, Supply and Services, 1991, y Ch. Taylor, «Shared
and Divergent Valúes», en R. Watts y D. M. Brown (eds.), Options for a New Canada, Toronto,
Toronto University Press, 1991,pp. 53-76.

sz J. Habermas, op. at., pp. 642-643.
n W. Norman, «The Ideology of Shared Values: a Myopic Vísíon of Unity in the Multi-nation

State», en J. H. Carens (ed.), Is Quebec Nationalism Just? Perspectives from Anglaphone Canada;
Montreal-Kingston, McGilI-Queen's Uníversity Press, pp. 137-159.
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contraria a los principios contenidos en la Carta de Derechos y Libertades
que sirve de preámbulo a la Constitución canadiense, más concretamente al
derecho a la libertad de expresión. El gobierno de Quebec recurrió a una
cláusula constitucional de derogación para declarar la invalidez temporal de
esa sentencia en la provincia. Por más que el razonamiento jurídico del dictamen
fuese discutible, ya que en realidad no se ponía en cuestión la libertad de
expresión, sino la lengua en que ejercerla, la decisión del gobierno provincial
significaba de hecho poner en suspenso uno de los derechos liberales clásicos
recogido en todas las constituciones democráticas. Las repercusiones políticas
de ambas decisiones fueron considerables y crearon gran resentimiento en
algunos sectores, pero nadie pensó en ningún momento que semejante sus­
pensión fuese el primer paso hacia la abolición del régimen canadiense de
libertades, como habría sido el caso en cualquier otro país con una cultura
democrática menos robusta. Tanto el nacionalismo quebequés como el cana­
diense sobreentendían que estaban actuando en el seno de un modelo político
liberal y discutiendo sobre principios constitucionales democráticos. Lo que
había entrado en conflicto eran más bien dos proyectos nacionales distintos.

Desde posiciones filosóficas comunitarias se ha ofrecido una formulación
distinta de las bases de la unidad política. El cemento de la sociedad vendría
dado, según esta versión, por la fidelidad a una concepción común de la vida
buena, esto es, por un modo de vida organizado en torno a orientaciones
morales compartidas 34. La idea que subyace a este argumento es la de que
la socialización moral de los individuos tiene lugar siempre en el seno de
una comunidad particular; y así como la adquisición de la competencia lin­
güística se plasma en el aprendizaje de una lengua concreta, y no del lenguaje
como tal, el desarrollo personal de los juicios morales y políticos nacería en
el seno de una moralidad concreta, no a partir de una eticidad abstracta. La
universalidad y generalidad que caracteriza a las reglas morales no se alcanzaría
elevándose por encima de la particularidad social en la que se originan, como
sostienen los liberales, sino a partir de los bienes específicos y particularizados
en virtud de los cuales se justifican. Desde esta perspectiva, afirma Mclntyre,
la lealtad política se expresaría como patriotismo nacional, es decir, como lealtad
a una comunidad moral y política específica que sólo puede ser manifestada
por aquellos que pertenenzcan a ella. El patriotismo sería además una virtud,
ya que se presentaría como condición de posibilidad para el desarrollo de
la conciencia moral de los individuos 35. El carácter constitutivo de la pertenencia

" Véase M. Sandel, «The Procedural Republic and the Lirnits of Justice», en Political Theory,
vol. 12, núm. 1 (1984), pp. 81-96.

" En palabras de A Mcíntyre, «si, en primer lugar, ocurre que sólo puedo aprehender las
reglas morales en la versión en que se encaman en una comunidad especifica; si, en segundo Jugar,
ocurre que la justificación de la moralidad debe hacerse en los términos de los bienes particulares
disfrutados en la vida de las comunidades particulares, y si, por último, ocurre que sólo puedo existir
y mantenerme como agente moral a través del tipode sustento moral que me permite mi comunidad;
entonces resulta claro [.,,] que el patriotismo puede ser considerado Una virtud», Is Patnotism a
Virtue?, The Lindley Lecture, University of Kansas (26 de marzo de 1984), p, 10. Puede apreciarse

ISEGORíN14 (1996) 69



Francisco Colon! González

comunitaria en la formación del carácter moral exigiría del patriota abstenerse
de criticar determinados aspectos de la comunidad a la que pertenece. En
un contexto democrático, concluye McIntyre, ese ámbito exento a la crítica
no puede ser el del status qua del poder y del gobierno, sino el de la nación
entendida como un proyecto, es decir, como una comunidad moralmente distinta
portadora de una exigencia de autonomía política e institucional proyectada
en el tiempo 36.

El lenguaje de McIntyre es aquí calculadamente ambiguo, ya que no adscribe
contenido etnocultura1 alguno a la idea de nación, sino que la define en términos
de especificidad moral. Sin embargo, si la moralidad es siempre comunitaria
y en función de ella se prescribe la lealtad política, necesariamente las iden­
tificaciones culturales de los individuos deberán jugar un papel en ambas. Se
puede dirigir otro tipo de críticas al argumento patriótico. En primer lugar,
cuestionar que la comunidad nacional constituya el único o siquiera el más
importante ámbito de socialización moral de los individuos y que, por con­
siguiente, merezca ser la principal destinataria de su lealtad 37. Aun aceptando
que la lealtad pueda ser como tal una virtud porque contribuye al robuste­
cimiento moral del individuo y a la formación de su carácter cívico 38, la exis­
tencia de otras agencias de socialización moral desvirtuaría, literalmente hablan­
do, el patriotismo en cuanto fidelidad a la nación a que se pertenece. Por
último, la lealtad del sujeto hacia su comunidad nacional puede ser de diversa
naturaleza (sentimental o cultural, por ejemplo), pero no necesariamente patrió­
tica, esto es, política. La complejidad social representa para las teorías comu­
nitarias un obstáculo formidable. Las mútíples mediaciones entre el ciudadano
y su comunidad nacional ponen de manifiesto la inexistencia de una idea de
bien común políticamente viable en las sociedades modernas y la confesada
preferencia de los teóricos comunitaristas por unidades políticas más reducí­
das que el Estado-nación (la familia, el vecindario, las organizaciones volunta­
rias, etc.) como base de su modelo de organización social.

Refiriéndonos a nuestro terna específico, la vinculación de la lealtad política
a la idea de un proyecto nacional, como hace McIntyre, parecería descartar
un cierto tipo de convivencia plural, la de varias naciones en el seno de un

que este tipo de razonamiento no se encuentra excesivamente alejado del lenguaje del humanismo
cívico y del papel que éste atribuía al vivere civile en la formación de la virtud ciudadana. Una
cuestión distinta es su vinculación con un universalismo moral, que en el caso humanista estaba
inscrito en la escatología cristiana. Ésta es la razón por la que tuvo que desarrollar una concepción
histórica específica, la republicana, construida sobre la distinción entre tiempo escatológico y tiempo
político. Véase J. G. A. Pocock,op. cit., pp. 83 Yss,

36 A. McIntyre,op. cit., p.D.
3J Véase S. Nathanson, «In Defense of "Moderate Patriotism";" Ethics, 99 (abril 1989)

pp, 535-552.
38 Éste fue el planteamiento, por ejemplo, de algunos representantes del idealismo filosófico

americano de principios de siglo, como Josiah Royee y su noción de «lealtad a las lealtades».
Véase J. Royee, The Philosophy of Loyalty, Nashville-Londres, Vanderbilt University Press, 1995.
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mismo Estado, ya que lo contrario supondría anudar proyectos nacionales poten­
cialmente distintos a una misma estructura política. Las opciones ante este
dilema son varias. Se podría sencillamente negar el carácter nacional de las
distintas comunidades que así lo reclamasen, con el consiguiente riesgo para
los principos democráticos. Otra posibilidad sería la de relegar la etnicidad
a un segundo plano, el de la sociedad civil o la privacidad, y reducir a un
mínimo las funciones culturales del Estado (lengua, educación) presentándolos
como puramente instrumentales. Ésta es la opción típicamente americana que,
por cierto, se adivina tras la argumentación de McIntyre. Una última posibilidad
de abordar el conflicto potencial de lealtades creado por los Estados pluri­
nacionales consistiría en la asunción de alguna forma institucionalizada de
gestión de la diferencia. El federalismo y la implantación de formas diferenciadas
de ciudadanía son dos alternativas concebibles.

La idea de ciudadanía, en cuanto estatuto de pertenencia, es formalmente
universalizadora y proyecta su homogeneidad sobre la esfera pública, obviando
así el problema de la igualdad en otras esferas. Con ello ignora las fuentes
c.omunitarias mediante las que los ciudadanos construyen su identidad y su
motivación política. Sin embargo, el intento de disgregarla según los criterios
de un corporativismo cultural plantea tremendos problemas teóricos y prácticos
para la democracia. El principal de ellos es que a los grupos no se les puede
asignar derechos sin antes habérseles asignado miembros 39. Las identidades
nacionales ofrecen menos dificultades en este sentido. atto Bauer especuló
a principios de siglo con la posibilidad de organizar las nacionalidades en el
Imperio Austro-Húngaro con criterios corporativos, adscribiéndolas fiscal e
institucionalmente a los individuos con fines educacionales y culturales 40. Sin
embargo, a diferencia de otro tipo de grupos etnoculturales (minorías étnicas
dispersas, comunidades de inmigrantes, etc.) los conflictos políticos planteados
por las identidades nacionales vienen sistemáticamente marcados por sus rei­
vindicaciones de autogobierno territorial, unas reivindicaciones tanto más agu­
das cuanto mayor sea su memoria histórica de alguna forma previa de auto­
gobierno. En términos políticos, pues, las identidades nacionales son casi por
definición identidades etnoterritoriales 41. Por ello, un enfoque en términos

,. La dificultad de determinar las «identidades de grupo» a las que puedan asignárseles derechos
de ciudadanía específicos es patente en la propuesta de I. M. Young, «Polity and Group Difference:
A Critique oí the Ideal of Universal Citizenship», Ethics, 99 (enero 1989), pp. 250-274.

'" Véase O. Bauer, Die Nationalitdtenfrage und die Sozialdemokratie, Wien, Wiener Volks­
buchhandlung, 1924. Para una visión global de esta alternativa, véase J. Coakley, «Approaches
to the Resolution of Ethníc Conflict: the Strategy of Non-Territorial Autonomy», Intemational
Political Science Review, núm. 3, vol. 15 (1994), pp. 297-314.

41 Para que el calificativo etnoterritorial sea aplicable, «un pueblo debe identificarse a sí
mismo, o ser identifícable, como un grupo distinto en características tales como su cultura, lengua,
historia, religión, tradiciones y/o pasado político. No necesita haber tenido un sistema político
separado de forma reciente, pero necesita percibirse a sí mismo como distinto del resto de la
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de territorialidad es el más adecuado para abordar el problema de la cohabitación
política de los grupos nacionales.

5. La idea de un patriotismo federal

El federalismo ha sido concebido tradicionalmente en la perspectiva clásica
liberal que se proponía la separación entre tipos de intereses y la institución
de sistemas de contrapoderes. Más que intentar dar respuesta a la existencia
de una pluralidad de grupos etnoterritoriales, este tipo de federalismo pretendía
desactivarlos como tales, es decir, introducir una competencia entre lealtades
cívicas a nivel estatal y regional, entre la patria grande y la patria chica, por
utilizar un vocabulario castizo, que anulase las posibles lealtades étnicas 42.

El federalismo multinacional, por el contrario, pretende conceder instrumentos
de autogobierno a los grupos etnoterritoriales que conviven en el seno de
un mismo Estado. En lugar de tratar de desactivar las lealtades etnoculturalcs
disociando la relación entre identidad nacional y autonomía política, este tipo
de federalismo asume el supuesto de que el ejercicio del autogobierno puede
aplacar las pasiones nacionalistas. Una fórmula federal particularmente ines­
table ha sido la combinación de ambos modelos, como en el caso español
y canadiense, ya que la particular dinámica política del federalismo puede
generar intereses regionales, o de sus clases políticas, que compitan con los
de las subunidades de índole nacional y se opongan a un tratamiento dife­
renciado de las mismas. Éste y no otro es el principal problema del llamado
federalismo asimétrica 43. El federalismo multinacional, por otro lado, puede
provocar un resultado político opuesto al deseado, esto es, una estimulación
del nacionalismo que se pretendía aplacar. Poder político e instrumentos admi­
nistrativos es lo que históricamente necesitaron los Estados del siglo XIX para
sus respectivos procesos de construcción nacional, y esto es precisamente 10
que el federalismo multinacional ofrece a los movimientos nacionalistas que
consigan acceder al poder local. Una vez logrado ese poder y activada una
reivindicación ascendente sobre las cuotas de autogobiemo, la tentación sece­
sionista puede resultar irresistible.

población del sistema polírico en que se inscribe»: J. R. Rudolph y R. J. Thompson, Ethnotemtorial
Politics, Policy and the Westem World, Boulder-Londres, Lynne Rienner Publishers, 1989, p. 2.

" Véase R. Vernon, «The Federal Citízen-.en R. D. Ellingy M. Westmarch (eds.),Perspectives
on Canadian Federalism, Scarborough, Prentíce Hall, 1988, pp. 3-15. Éste es el modelo que Ph. Res­
nick ha denominado federalismo territorial a diferencia del federalismo multinacional. Véase su
«Toward a Multinational Federalísm» en L. Seidle (ed.), Seeking a New Canadian Partnership:
Asymetrical and Confedera! Options, MontrcaJ, Institute for Rescarch on Public Policy, 1994, p. 7l.

4> Para una reflexión sobre las posibilidades de este modelo en el caso español, véase F. Requejo
Coll, «Diferencias nacionales y federalismo asimétrico», Claves de la Razón Práctica, núm. 59
(1996), pp. 24·37.
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En cualquier caso, los conflictos de lealtades no pueden sustraerse al razo­
namiento político y moral. Según Kymlicka, una vez que un grupo se ha definido
a sí mismo como una nación, ya no es la idea de un Estado independiente
lo que necesita justificación moral, sino más bien la autoridad de la comunidad
supranacional existente 44. Esto, sin embargo, implicaría dar por válido el falaz
silogismo que alientan las ideologías nacionalistas, esto es, la idea de que a
la identidad nacional debe corresponderle una identidad política independiente.
El peso de la prueba moral debería quizá recaer sobre el lado contrario: dada
la existencia de un Estado democrático plurinacional con estructuras etno­
territoriales de autogobierno, los perjuicios políticos, económicos y personales
que provocaría su desmembramiento necesitarían una justificación moral razo­
nable, en el sentido rawlsiano del término 45. Por supuesto, los dilemas de
lealtades políticas no tienen por qué concebirse necesariamente en semejantes
condiciones límite. El objeto de este ensayo es precisamente reflexionar sobre
los criterios que pudieran normalizar esos dilemas en un marco de estabilidad
política, Ciertamente, la filosofía no puede aportar la fórmula sobre el cemento
social capaz de mantener políticamente unido a un Estado plurinacional. Tan
sólo puede esbozar ideas regulativas que orienten moral y políticamente las
formas de cooperación social.

Intuitivamente podríamos afirmar que las identidades comunes son el fruto
de experiencias históricas compartidas. No obstante, como han denunciado
incansablemente los teóricos posmodernos, las identidades son también cons­
tructos narrativos sincrónicos sobre los que se proyectan codificaciones sim­
bólicas e intereses sociales. Las experiencias de la identidad se encuentran
en un proceso continuo de redefinicíón, confirmando así el adagio de que
las afirmaciones sobre el pasado son en realidad exigencias sobre el presente.
El deconstruccíonismo no resta por ello un ápice de vigor a las demandas
que en el plano político se realizan en nombre de determinadas formas de
identidad y para las que las instituciones liberal-democráticas poseen un limitado
repertorio de respuestas, Aun cuando todas las naciones sean fruto de la inven­
ción humana y su realidad comunitaria pura imaginación, ello no constituye
una razón a priori para descalificarlas. Las grandes narraciones permiten la
autoubicación de. los individuos en el mundo y las narraciones nacionales en
particular generan identidades necesarias para el establecimiento de lazos coo­
perativos sin los cuales no es posible articular fórmulas sociales y políticas
de justicia. En este sentido, los derechos liberales asociados a la autonomía

.. W. Kymlícka,«The Basis for Social Unity in a "Multination Canada": Accomodating Minority
Nationalisms», Paper 4 de la serie Accomodating Ethnocultural Diversity in Canada (manuscrito
no publicado), p. 2.

'" 1.0 razonable, a diferencia de lo racional, presupone la disposición a respetar los términos
equitativos de la cooperación, es decir, a razonar en común y a tener en cuenta las repercusiones
de la acción propia sobre el bienestar de los demás. Véase J. Rawls, Political Liberalism, Nueva
York, Columbia University Press, 1993,p. 49.
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individual, a la participación política y a la solidaridad colectiva poseen una
dimensión nacionalitaria ineludible 46. El límite 10 constiuye la manipulación
del discurso nacional para la ocultación de intereses que se desea hurtar a
la prueba de una legitimación crítica. La idea del nacionalismo como enmas­
caramiento es una vieja intuición marxiana insuficientemente elaborada que
terminó por perderse en el confuso debate epistemológico en torno al concepto
de ideologia 47.

En cualquier caso, despachar los conflictos de lealtades políticas generadas
por la pluralidad cultural mediante apelaciones a las excelencias del cosmo­
politismo democrático no deja de ser un brindis al sol. En los Estados plu­
rinacionalcs con conflictos internos de identidad, el patriotismo de sus ciu­
dadanos tampoco puede ser el propuesto por Mclntyre. La particular com­
plejidad interna de este tipo de sociedades exige articular una forma específica
de relación entre las posibles identificaciones políticas y culturales de sus miem­
bros. El liberalismo político de Rawls no ha sido en principio concebido para
resolver este tipo de conflictos, sino los generados por la pluralidad de doctrinas
religiosas, filosóficas y morales en el marco de una comunidad política que
no se cuestiona los propios límites que definen su existencia. Sin embargo,
la idea de que en la base de la unidad social dehe existir alguna forma consensual
es sin duda decisiva. Rawls distingue diversos grados posibles de espesor en
ese consenso 48. En su escala inferior, una simple acomodación de intereses
condicionada al equilibrio respectivo de fuerzas constituiría un mero modus
vivendi con escasas garantías para la estabilidad social. En el extremo opuesto
sería concebible un consenso en torno a una concepción política de justicia,
esto es, en torno a una determinada idea de la sociedad como sistema equitativo
de cooperación entre ciudadanos racionales y razonables, libres e iguales. En
ese consenso cabrían distintas modulaciones. Un acuerdo limitado a los dere­
chos, libertades y procedimientos democráticos precisos para el encauzamiento
de la rivalidad política daría lugar a 10 que Rawls denomina un consenso cons­
titucional. Por el contrario, un acuerdo más amplio y profundo en torno a
los principios que regulan el conjunto de la estructura básica de la sociedad
señalaría la existencia de un consenso traslapado 49. Este nivel de consenso
presupone el anterior, así como un alto grado de cohesión y unidad social.

La cuestión en nuestro caso consiste en identificar el tipo de consenso
y los particulares principios de justicia de los que dependen la unidad y la

46 Para una defensa del principio nacional en términos liberales, véase D. Miller, On Nationallity,
Oxford, Clarendon Press, 1995, e Y. Tamír, Liberal Nationalism, Princeton, Princeton University
Press, 1993.

'7 Sobre los múltiples significados asociadas a este término, véase K. Lenk (ed.), Ideologie,
Frankfurt-Nueva York, Campus, 19~4.

" Véase J. Rawls, op. cit., pp. 133-172.
" El término overiapping consensus ha sido también traducido como «consenso por super­

posición». Sin embargo, el verbo traslaparrecoge perfectamente en castellano la intención metafórica
de Rawls.
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identidad política de los Estados plurinacionales. Estos Estados encierran un
potencial de conflicto que afecta a un rasgo muy específico de su estructura
básica: el de su organización territorial. La opción por un determinado modelo
de Estado (centralismo, federalismo territorial o multinacional, federalismo
simétrico o asimétrico) implica toda una concepción política y deja traslucir
los distintos principios de justicia susceptibles de organizar la distribución espa­
cial del poder. El bien social regulado por los principios territoriales es fun­
damentalmente el del autogobiemo, con la particularidad en el caso del fede­
ralismo multinacional de que se acopla el poder político cedido por el Estado
con la pertenencia colectiva a una identidad etnoterritorial concreta so. Sin
embargo, estos principios distributivos presuponen un principio político de jus­
ticia más fundamental: el que regula la importancia que los ciudadanos deseen
conceder a los rasgos culturales compartidos con vistas a la organización política
de su vida en común.

La conflictividad interna de Estados plurinacionales como España, Canadá
o Bélgica parece descartar la existencia en los mismos de un consenso traslapado
sobre los elementos definitorios de su identidad política. La profundidad de
ese disenso quedaría reflejada empíricamente en el variable grado de virulencia
de sus conflictos y en la inestabilidad mostrada por sus respectivos modelos
territoriales. Atendiendo a todos estos factores, podríamos quizá formular la
lealtad política compartible por los ciudadanos de Estados plurinacionales ape­
lando a la idea de un patriotismo federal. Siguiendo la terminología rawlsiana,
la condición de posibilidad de este patriotismo estribaría en el logro de un
particular consenso constitucional: un acuerdo estable sobre la proyección polí­
tica atribuible a las identidades nacionales en la estructura territorial del Estado.
Este arreglo, que podríamos denominar consenso federal, sería menos profundo
que un consenso traslapado, pero más estable que un mero modus vivendi,
y podría plasmarse en cualquiera de las modalidades territoriales comprendidas
entre los extremos del Estado nacional homogéneo y la secesión pura y simple
de las minorías etnonacionales.

Mediatarnente, pues, el patriotismo federal sería una particular forma de
lealtad constitucional. Sin embargo, a diferencia de las connotaciones básica­
mente procedimentrales del concepto habermasiano de patriotismo constitu­
cional, en los Estados nacionalmente plurales dotados de instituciones terri­
toriales de autogobierno el patriotismo federal supondría un ejercicio simul-

<o Walzer ha defendido la idea de que los distintos tipos de bienes sociales constituyen esferas
diferenciadas de la justicia regidas por principios distributivos específicos. La no-transítividad de
la dominación entre las distintas esferas sería un requisito para la consecución de una igualdad
compleja. Aunque reconoce entre esos bienes la pertenencia y el poder político, Walzer no ha
intentado aplicar sus respectivos principios distributivos sobre los modelos políticos territoriales.
Véase M. Walzer: Spheres ofJustice, Nueva York, Basic Books, 1983. Una tentativa en ese sentido,
aunque de inspiración rawlsiana, es la de W. Norrnan, «Towards a Normative Theory ofFederalísm»,
en J. Baker (ed.), Group Rights, Toronro, University ofToronto Press, 1994, pp. 79-99.
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táneo de lealtad a la doble condición de pertenencia y, por consiguiente, de
identidad de sus ciudadanos: etnonacional y estatal-nacional 51. En un modelo
de federalismo multinacional, por ejemplo, para que el ejercicio de esta doble
lealtad fuese posible la estabilidad del consenso constitucional debería ser capaz
de alejar los temores de las minorías por su supervivencia cultural, al poner
en sus manos los instrumentos políticos, jurídicos y administrativos necesarios
para garantizarla. La autonomía cultural abriría también la posibilidad de una
diferenciación de la ciudadanía, por cuanto que les facilitaría a las minorías
política y culturalmente conscientes el cultivo narcisista de la identidad propia,
si ésa fuese democráticamente su opción. Por otro lado, el hecho de pertenecer
a un marco estatal estable, plural y democrático podría ayudar a relativizar
las propias referencias culturales y posibilitaría la elaboración de identidades
políticas más complejas que las meramente etnonacionales. Un imaginario ópti­
mo paretiano a este respecto sería el de llegar a concebir el desarrollo de
la identidad etnonacional propia como un tipo de bien social facilitado por
la pertenencia a una identidad política compleja. Para ello, por supuesto, tendría
que buscarse una forma equitativa de repartir los sacrificios políticos y culturales
que comporta vivir en un Estado que se proponga gestionar democráticamente
su condición plurinacional.

Las virtudes políticas vinculadas a esta idea de patriotismo se resumirían
en una: la de una lealtad federal exigible tanto de los ciudadanos de a pie
como de la clase política. Esta lealtad entrañaría la renuncia a la utilización
estratégica del poder con fines distintos de los plasmados en c.l consenso federal.
Lo contrario, la asunción unilateral de iniciativas centralizadoras o atentatorias
contra la cohesión social, política o económica del Estado, arruinaría con toda
seguridad el marco global de confianza y entrañaría el riesgo de que el fede­
ralismo cooperativo mutase en un juego rival de acciones estratégicas con nefas­
tas consecuencias políticas, como ha ocurrido en Canadá. Por lo demás, las
narraciones nacionales que puedan acompañar a este tipo de virtudes políticas
tendrán que ser necesariamente distintas de las de los Estados nacionales clá­
sicos y, por supuesto, de las nacionalistas. Es muy probable que de todo ello
se desprenda una noción de ciudadanía y una identidad colectiva más compleja
y desagregada que la deseada por patriotas republicanos y nacionalistas de
toda laya. No obstante, sólo bajo condiciones semejantes parece posible dotar
de un contenido motivacional fuerte a los vínculos políticos de los ciudadanos

51 Habermas ha distinguido a este respecto dos niveles discernibles de integración social:
ético-cultural y política. La preservación de formas de vida creadoras de una identidad cultural
diferenciada sólo podría reclamar derechos en la medida en que éstos sean reinterpretables desde
los principios procedimentales del Estado democrático de Derecho, esto es, en cuanto derechos
individuales. En esa reínterpretación intervienen, por supuesto, las concepciones éticas y culturales
de los ciudadanos del Estado. entendido como «comunidad de derecho» (Rechtsgemeinschaft},
Véase J. Habermas, «Anerkennungskámpfe im demokratischen Rechtsstaat», en Ch. Taylor (el al.],
Multikulturalismus und die Politk der Anerkennung, Frankfurt a. M., Fischer, 1993, pp. 147-196.
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de Estados plurínacionales sin violar de partida el principio de autonomía
de las identidades. También así, por último, podría atribuírsele un significado
político y normativo concreto al proyecto de repensar España no como un
Estado de naciones ni como una nación monocromática, sino como una autén­
tica nación de naciones.
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